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INCREMENTOS PENSIONALES. Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, treinta de noviembre de dos mil dieciséis, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor ULISES DE JESÚS AMAYA ARREDONDO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de agosto de 2015, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00119-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo que la justicia laboral condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a que le reconozca el retroactivo de la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución VPB 4830 de 9 de septiembre de 2013, así como los incrementos pensionales del 14% y 7% por personas a cargo, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: Nació el 10 de febrero de 1950, cumpliendo los 60 años de edad en la misma calenda del año 2010, motivo por el que el 12 de mayo de esa anualidad solicitó el reconocimiento de la pensión, siendo negada a través de la resolución Nº 101786 de 14 de febrero de 2013, razón por la que interpuso recurso de apelación en contra de ese acto administrativo; mediante resolución Nº VPB 4830 de 9 de septiembre de 2013 la entidad accionada decide concederle la pensión de vejez al haber acreditado 500 semanas cotizadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de los 60 años de edad; el 25 de febrero de 2014 solicitó el reconocimiento y pago de los incrementos pensionales por personas a cargo, petición que no fue respondida por Colpensiones, lo que llevó a que se solicitara conciliación administrativa, la cual se surtió ante la Procuraduría Judicial en Asuntos Administrativos Nº 38 el 7 de octubre de 2014, misma que fue declarada fallida; desde hace más de 32 años sostiene una relación marital de hecho con la señora Noralba Arias Aguirre, quien depende económicamente de él y tiene un hijo que responde al nombre de Jorge Luis Amaya Rivera quien es discapacitado.
Al contestar la demanda –fls.68 a 73- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la fecha de nacimiento del actor y el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban o que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Prestación reconocida conforme a los postulados del sistema de seguridad social integral”, “Improcedencia de los intereses de mora”, “Exoneración de condena por buena fe” y “Prescripción”.
En sentencia de 28 de agosto de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que la decisión adoptada por la Administradora Colombiana de Pensiones en la resolución Nº VPB 4830 de 9 de septiembre de 2013 se encuentra ajustada a derecho, pues en ella se reconoció el disfrute de la pensión correctamente un día después de haber hecho la última cotización al sistema general de pensiones, sin que esa entidad lo haya inducido a error.
Respecto a los incrementos pensionales, estableció que el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo no trajo pruebas que dieran fe sobre la dependencia económica de las supuestas personas que se encuentran a su cargo, tal y como lo exige el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990.

Por los motivos expuestos negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo interpuso recurso de apelación insistiendo en que tiene derecho a que se le reconozca el retroactivo pensional solicitado, pues para la fecha en que elevó la solicitud de reconocimiento de la pensión ya tenía acreditados los requisitos exigidos para ello. Igualmente considera que en el expediente hay prueba suficiente para que se reconozcan los incrementos pensionales previstos en el Acuerdo 049 de 1990.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMA JURIDICO:
¿A partir de qué fecha tiene derecho el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida a través de la resolución Nº VPB 4830 de 9 de septiembre de 2013?

¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozcan los incrementos pensionales por personas a cargo?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. APORTES EFECTUADOS POR EL AFILIADO UNA VEZ SATISFECHOS LOS PRESUPUESTOS LEGALES PARA OBTENER LA PENSION DE VEJEZ.

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que, acorde con los fines de la seguridad social, es deber reconocer al afiliado hasta la última cotización efectiva al Sistema General de Pensiones, con el fin de establecer el Ingreso Base de Liquidación al cual se le deberá aplicar la respectiva tasa de reemplazo que definirá el monto de la pensión de vejez.

No obstante lo anterior, señaló el máximo órgano de la jurisdicción laboral en sentencia de 22 de febrero de 2011 radicación Nº 39.391 con ponencia del Magistrado Carlos Ernesto Molina Monsalve, que en aquellos eventos en los que el afiliado continúe haciendo cotizaciones al sistema una vez satisfechos los presupuestos legales para obtener la pensión de vejez, sin que la respectiva administradora haya reconocido el derecho siendo su deber, induciendo al afiliado en error, no resulta dable contabilizar esos aportes, cuando los mismos no redundan en el aumento de su mesada pensional.

Es del caso tener en cuenta cuando así se procede, que la Sala de Casación Laboral en la referenciada providencia, dejó dicho que el IBL se determina exclusivamente con base en los aportes realizados hasta la causación del derecho. Esto es, que los aportes posteriores no se podrán contabilizar para ningún efecto, como lo sería el posible aumento de la tasa de reemplazo. 

2. INCREMENTOS PENSIONALES
Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.
Igualmente prevé el mencionado artículo, que también habrá lugar a incrementos a favor del pensionado, por aquellos hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre y cuando dependan económicamente de aquel.
Ahora bien, ha manifestado la Sala de Casación Laboral en sentencias de 27 de julio de 2005 radicación Nº 21.517, 5 de diciembre de 2007 radicación Nº 29.531 y agosto de 2010 radicación Nº 35.345, que el incremento pensional no fue derogado tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y aplica en la actualidad incluso para las personas que accedan al derecho pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990, así sea bajo los postulados del régimen de transición.
EL CASO CONCRETO

Considera el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo que se le debe reconocer el disfrute de la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº VPB 4830 de 2013, desde el 5 de febrero de 2010 cuando cumplió los 60 años de edad, al haber nacido en la misma calenda del año 1950 como consta en el registro civil de nacimiento –fl.29-, y por tener acreditadas la densidad de semanas exigidas para acceder al derecho.
En ese aspecto, se tiene que el accionante elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez el 12 de mayo de 2010, como se ve en la tirilla Nº 44134 del centro de decisiones del ISS –fl.23-, pero esa entidad por medio de la resolución Nº 101786 de 2011 –fl.17- notificada el 16 de mayo de 2011, le negó el derecho al informarle que no cumplía con la densidad de semanas exigidas para tal efecto.
No obstante, al resolver el recurso de apelación interpuesto contra ese acto administrativo, la Administradora Colombiana de Pensiones en la resolución Nº VPB 4830 de 9 de septiembre de 2013 –fls.19 a 22- reconoce que el señor Amaya Arredondo tiene derecho a la prestación económica por ser beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y cumplir con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990, que en el caso de él fueron haber cumplido 60 años de edad y haber cotizado más de 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad.

Lo expuesto permite concluir que la entidad accionada tenía toda la información necesaria para reconocer la pensión de vejez en el acto administrativo inicial, sin embargo, esa información suministrada al actor consistente en que no tenía la densidad de semanas exigidas para que se le reconociera la pensión, produjo que él siguiera haciendo cotizaciones al sistema general de pensiones después de su notificación, induciéndolo a error, por lo que las cotizaciones efectuadas por el demandante después del 16 de mayo de 2011 no pueden ser tenidas en cuenta para ningún efecto.
Bajo tales circunstancias, tiene derecho el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo a disfrutar la pensión de vejez a partir del 17 de mayo de 2011, esto es, un día después de haber hecho la última cotización libre y voluntaria al régimen de prima media con prestación definida, motivo por el que ha de reconocerse el retroactivo pensional causado entre esa calenda y el 31 de julio de 2013, reconociéndose en consecuencia por este concepto la suma de $17.702.293, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia; advirtiéndose que ninguna de las mesadas causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción, pues la reclamación administrativa fue elevada el 12 de mayo de 2010, quedando suspendido el término hasta el 9 de septiembre de 2013 cuando se resolvió a través de la resolución Nº VPB 4830 el recurso de apelación interpuesto contra la resolución Nº 101786 de 2011, por lo que el término de prescripción empezó a contar de nuevo desde el 10 de septiembre de 2013, contando entonces el actor con el término de tres años para interponer la acción, siendo presentada dentro de ese lapso el 16 de enero de 2015 –fl.36-.
Respecto a los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, tendría derecho a que se le reconocieran los mismos a partir del 12 de noviembre de 2010, pues la entidad demandada contaba con toda la información necesaria para reconocer y empezar a pagar la pensión de vejez dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que el actor elevó la solicitud de reconocimiento de la pensión sin que así lo hubiere hecho; no obstante, como el disfrute de la pensión de vejez se fijó para el 17 de mayo de 2011, será a partir de esa fecha desde donde se empiecen a contar los mencionados intereses moratorios y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

En cuanto a los incrementos pensionales solicitados, se tiene que al habérsele reconocido la pensión de vejez al actor con base en el Acuerdo 049 de 1990, tiene derecho a que se estudie la viabilidad de acceder a los mismos, siempre y cuando demuestre que la señora Noralba Arias Aguirre en su calidad de compañera permanente depende económicamente de él y que su hijo Jorge Luis Amaya Rivera, como se desprende del registro civil de nacimiento visible a folio 31 del expediente, es inválido en los términos del artículo 38 de la Ley 100 de 1993 y que depende económicamente de su padre.

En lo que concierne a los requisitos a acreditar por la señora Noralba Arias Aguirre, la única prueba allegada al plenario fue la declaración extrajuicio Nº 417 rendida por ella ante el Notario Quinto del Círculo de Pereira –fl.33- en la que afirma convivir desde hace más de 31 años con el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo. 

Declaración a la que no se le puede dar el valor pretendido por la parte actora, pues de conformidad con lo establecido en el artículo 299 del C.P.C., éstos documentos están destinados a servir de prueba sumaria en los casos autorizados por la Ley, y este no es uno de ellos; por lo que le correspondía al demandante demostrar a través de otros medios probatorios que evidentemente ha convivido con la señora Noralba Arias Aguirre durante el tiempo que allí se relaciona, sin que así lo haya hecho.

Ahora, si fuera el caso seguir lo señalado por la Sala de Casación Laboral en sentencia SL, 1188 de 11 de febrero de 2015 radicación Nº 46.310 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en donde concluyó que dichas declaraciones son documentos declarativos emanados de terceros que deben ser apreciados por el juez, tal y como lo prevé el artículo 277 del C.P.C., sin que sea necesaria su ratificación, salvo que la misma sea solicitada por la contraparte; tampoco habría lugar a darles el alcance pretendido, en consideración a que la declaración proviene precisamente de quien se pretende demostrar la relación marital de hecho y la dependencia económica exigida en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, pues de hacerlo se le estaría dando validez a una prueba fabricada por los interesados, lo cual sería tanto como dar por sentadas las afirmaciones hechas en el libelo introductorio, sin necesidad de apoyarlas con las respectivas pruebas.

A más de lo anterior, si en gracia de discusión se tuviera como probada la convivencia que permitiera concluir que efectivamente el señor Ulises de Jesús Amaya Arredondo y la señora Noralba Arias Aguirre han sostenido una relación marital de hecho que se ha prolongado ininterrumpidamente por más de 31 años, tampoco habría lugar a reconocer el incremento pensional del 14%, pues nótese como en ese documento, la señora Arias Aguirre no declara nada sobre la dependencia económica frente al demandante, ni hace manifestación alguna en la que sostenga que no tiene su propia pensión.
Respecto al incremento por hijo inválido a cargo, observa la Sala que la única prueba allegada de la condición del señor Jorge Luis Amaya Rivera, es certificación emitida por la Dra. Claudia Gómez de la Nueva EPS S.A., en donde dice que “El suscrito médico de la EPS certifica que el paciente presentó accidente hace 16 años donde sufre herida por arma de fuego con sección medular en L1-L2, el 18 de agosto de 1998, con posterior paraplejia.”. Nótese que de esa certificación no se puede colegir que el señor Amaya Rivera sea inválido en los términos del artículo 38 de la Ley 100 de 1993, pues en él no se informa cual es el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del paciente que permita concluir que su estado es el de una persona invalida; por lo que al no demostrase esa situación, no es posible que se reconozca tampoco el incremento pensional por hijo inválido a cargo.

Aún si se pasara por alto esa situación, tampoco sería posible reconocer la prestación, pues el señor Amaya Arredondo no allegó al proceso prueba alguna que pudiera dar fe que su hijo depende económicamente de él.

En el anterior orden de ideas, se revocará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de agosto de 2015.
Costas en ambas instancias a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones en un 70%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de agosto de 2015.
SEGUNDO. DECLARAR que el señor ULISES DE JESÚS AMAYA ARREDONDO tiene derecho a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº VPB 4830 de 2013, a partir del 17 de mayo de 2011.
TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del señor ULISES DE JESÚS AMAYA ARREDONDO por concepto de retroactivo pensional causado entre el 17 de mayo de 2011 y el 31 de julio de 2013, la suma de $17.702.293.
CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del demandante los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde el 17 de mayo de 2011 hasta que se verifique el pago total de la obligación.

QUINTO. NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

SEXTO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte demandada en un 70%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
                        Aclara Voto                                                                   
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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